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E
l numeral 1º de la primera parte del artículo 7 del anteproyecto difundido por el CTCP es de una textura muy abierta, como se sostuvo en números anteriores de Contrapartida. El artículo adopta la estrategia actual de distinguir cuándo es el cargo o el asunto el que hace necesario la presencia de un contador. El numeral 1 entra nuevamente a contradecir la existencia de tecnólogos en contabilidad. El segundo no explica cuándo les corresponde certificar información no financiera, así ella esté asociada con estados financieros. No entendemos como su competencia podría llegar a estas fronteras si se tratare del informe integral. En el mundo bursátil además de emisores hay intermediarios y prestadores de servicios propios de él. Por su implicancia en el interés público pensamos que todos deberían tener contadores. La expresión del numeral 4 “que se consideren necesarios” es indefinida y daría para muchas controversias. Las cosas han cambiado mucho desde que se originaron estas normas. Hoy, además, tenemos una gran expectativa sobre las posibilidades de las SAS. Nos parece que el artículo 5, ya cuestionado constitucionalmente, se adentra en un conflicto contra otras disciplinas, como las de economistas y financieros. Si hay que dictaminar los estados financieros, ¿cuál es el sentido del numeral 6? El numeral 7 revuelve servicios de aseguramiento con servicios relacionados. No en todo caso estos últimos requieren de un contador. Si la información no es contable ¿por qué certificar totalmente las rendiciones de cuentas? Finalmente ¿cuáles son los documentos de carácter contable? ¡los soportes? No entendemos por qué se quiere cambiar la palabra encargado, usada por mucho tiempo a nivel mundial, por la de delegado. ¿Qué se delega? ¿Cuáles son las consecuencias de la delegación en materia de competencias y responsabilidad? ¿Pierden los clientes? El parágrafo 2 del artículo 7 es una copia de la norma actual salvo en cuanto establece que el corte que debe tenerse en cuenta es el de enero de cada año, el cual es intermedio, interino y quien sabe si igualmente justificante que un estado de fin de ejercicio debidamente certificado y dictaminado. Esta norma peca, como la actual, por referirse únicamente a las sociedades, cuando hay muchas otras clases de personas jurídicas. También se equivoca al mantener el criterio de tamaño ya reemplazado por el de complejidad y es inexplicable que siga en el volumen de los activos o ingresos en lugar de pensar en el interés público que para la comunidad tengan las entidades. El parágrafo final reproduce una regla que hoy existe en materia de las sucursales de sociedades extranjeras, por virtud de la cual hay colombianos presos en decisiones que toman o no extranjeros. No vemos aquí ninguna propuesta de solución. Hoy en día hay activos que pueden tener igual o mayor significación que los recursos naturales. Este artículo no da cuenta de ninguno de los desarrollos planteados por el Professional Accountancy Organization Development & Advisory Group, el Professional Accountants in Business Advisory Group, el Small and Medium Practices Advisory Group y el Transnational Auditors Committee, apoyado por el Foro de Firmas.
Hernando Bermúdez Gómez
Las opiniones expresadas en Contrapartida comprometen exclusivamente a sus autores. 
